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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 29
               Julio 23 y 24 de 2013

 


La creación de un Consejo Directivo de la DIAN mediante el Decreto Ley 4171 de 2011 constituye una extralimitación de las facultades extraordinarias conferidas por la Ley 1444 de 2011 y, por tanto, un desconocimiento de la precisión de la delegación legislativa exigida por el artículo 150.1 de la  Constitución 
	   IV.   EXPEDIENTE D-9445  -   SENTENCIA  C-473/13  (julio 24)
           M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez



1.
Norma acusada

DECRETO 4171 DE 2011
(Noviembre 37)

Por el cual se crea, se determina la conformación y las funciones del Consejo Directivo de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN)

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades extraordinarias que le confieren el literal f) del artículo 18 de la Ley 1444 de 2011, y
CONSIDERANDO:
Que el Gobierno nacional, con el fin de establecer esquemas de gobiernos corporativos que permitan promover mayor eficiencia y efectividad en la administración de los tributos, rentas y contribuciones parafiscales, está concentrado en la reorganización y articulación de funciones a cargo de la administración de ingresos.
Que al Gobierno nacional, de conformidad con lo establecido en el artículo 189 numeral 20 de la Constitución Política, le corresponde “velar por la estricta recaudación y adminis​tración de las rentas y caudales públicos y decretar su inversión de acuerdo con las leyes”.
Que de acuerdo con el numeral 6, artículo 3° del Decreto 4712 de 2008, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público tiene como funciones las de coordinar, dirigir y regular la administración y recaudación de los impuestos que administra la Unidad Administrativa Especial, Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) y la de regular de confor​midad con la ley, la administración y recaudo de las rentas, tasas, contribuciones fiscales y parafiscales, multas nacionales y demás recursos fiscales, su contabilización y gasto.
Que de conformidad con lo anterior, la Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), debe contar con un esquema de gobierno corporativo que le permita asegurar la eficacia, eficiencia e integridad de su gestión y un direccionamiento estratégico de sus decisiones.
Que mediante el uso de las facultades extraordinarias otorgadas al Presidente de la República mediante la Ley 1444 de 2011, le fueron trasladadas a la Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), las funciones del Ministerio de Comercio, industria y Turismo de llevar y administrar el registro de contratos de importación y explotación de determinados servicios y certificar los productos colombianos de origen.
Que de conformidad con lo anterior, se hace necesario que el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo participe en el control y direccionamiento estratégico de las decisiones que deba tomar la Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) en relación con las funciones que le fueron trasladadas.
Que el literal f) del artículo 18 de la Ley 1444 de 2011 concede facultades extraor​dinarias al Gobierno nacional para “Señalar, modificar y determinar los objetivos y la estructura orgánica de las entidades u organismos resultantes de las creaciones, fusiones o escisiones y los de aquellas entidades u organismos a los cuales se trasladen las funciones de las suprimidas, escindidas, fusionadas o transformadas, y de la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado”.
DECRETA:
Artículo 1°. Creación del Consejo Directivo. Créase en la Dirección Nacional de Im​puestos y Aduanas Nacionales (DIAN), un Consejo Directivo como órgano de dirección y administración.
Artículo 2°. Funciones del Consejo Directivo. El Consejo Directivo cumplirá las si​guientes funciones:
1. Aprobar el Plan Estratégico de la Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas Na​cionales (DIAN) y velar por su cumplimiento.
2. Asesorar al Director General en la adopción de las políticas de administración de tributos, aduanas y control al régimen cambiario.
3. Evaluar los informes que le sean presentados por el Director General, con el fin de hacer seguimiento oportuno y efectivo del cumplimiento de las políticas y los objetivos estratégicos trazados, así como la revisión permanente de las mismas con el fin de llevar a cabo su actualización y ajuste cuando resulte necesario.
4. Aprobar, a propuesta del Director General y de conformidad con la política que fije el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el plan general de expedición normativa de la entidad.
5. Hacer seguimiento a la ejecución del plan general de expedición normativa y a las normas que sean expedidas por fuera del mismo.
6. Solicitar el análisis de impacto de aquellas iniciativas que a juicio del Consejo re​quieran de seguimiento en su aplicación.
7. Conocer las evaluaciones de ejecución presentadas por el Director General de la DIAN proponer correctivos cuando sea necesario.
8. Aprobar el Proyecto de Presupuesto Anual de la Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN).
9. Aprobar los planes y programas que conforme a la Ley Orgánica del Presupuesto se requieran para su incorporación a los planes sectoriales, y a través de estos, al Plan Nacional de Desarrollo.
10. Formular y adoptar, a propuesta del Director General, la política de mejoramiento continuo de la entidad, así como los programas orientados a garantizar el desarrollo ad​ministrativo.
11. Aprobar las modificaciones a la estructura y planta de personal de la entidad para su adopción por el Gobierno nacional.
12. Adoptar los lineamentos generales de la política institucional de gestión de calidad.
13. Dictarse su propio reglamento.
14. Las demás funciones que le señale la ley.
Artículo 3°. Conformación. El Consejo Directivo de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), para el cumplimiento de sus funciones, estará integrado por:
1. El Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado, quien la presidirá.
2. El Director General de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN).
3. El Director General de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP).
4. Tres (3) miembros.
El delegado del Ministerio de Hacienda y Crédito Público será un empleado del nivel directivo de la entidad.
Parágrafo 1°. La Secretaría Técnica del Consejo Directivo la ejercerá el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN).
Parágrafo 2°. El nombramiento de los tres (3) miembros independientes estará sujeto a un proceso de selección y evaluación que asegure que los mismos tengan la idoneidad técnica necesaria.
Dicho proceso se definirá en el reglamento del Consejo Directivo.
Parágrafo 3°. Si dentro del orden del día a tratar en la reunión se encuentran temas rela​cionados con las funciones del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo trasladadas a la Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), se deberá invitar al Ministro de Comercio, Industria y Turismo o su delegado, quien participará con voz pero sin voto.
Parágrafo 4°. El Consejo Directivo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP) deliberará con la asistencia de la mayoría de sus miembros. Las decisiones se adoptarán con el voto favorable de la mayoría de los asistentes.
Artículo 4°. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y modifica en lo pertinente el Decreto 4048 de 2008.
2.
Decisión
Declarar la INEXEQUIBILIDAD del Decreto 4171 de 2011 “Por el cual se crea, se determina la conformación y funciones del Consejo Directivo de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales”.

3.
Síntesis de los fundamentos

En primer término, la Corte encontró que la Ley 1444 de 2011, que constituye el fundamento normativo del decreto demandado, condicionó la facultad para reestructurar internamente las entidades de la administración pública al cumplimiento de dos requisitos: de un lado, que el ente respecto del cual se pretenda la reestructuración haya recibido las funciones de otro organismo; de otro, que este organismo haya sido objeto de supresión, fusión, escisión o transformación o supresión, bien sea en la misma ley habilitante, o en los decretos dictados con fundamento en esta.

Al verificar si en la expedición del Decreto 4171 de 2011 se habían cumplido estos requisitos, la Corporación estableció que ello no fue así. En efecto, este Decreto crea y determina las funciones y la integración del Consejo Directivo de la DIAN, con fundamento en el literal f) del artículo 18 de la Ley 1444 de 2011. A la vez, mediante el Decreto 4176 de 2011 (art. 1º) se trasladaron dos funciones del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo a la DIAN: la primera, referida a llevar y administrar el registro de los contratos de importación de tecnología y de exportación de servicios, así como la de expedir las certificaciones correspondientes; la segunda, consistente en fijar los criterios de origen y expedir las certificaciones de los productos colombianos con destino a la exportación. De esta forma, se entendió satisfecha la primera exigencia. Sin embargo, no ocurrió lo mismo con el segundo requisito, toda vez que dentro del proceso de renovación de la administración pública ordenado en la Ley 1444 de 2011 no se ordenó la supresión, fusión, escisión o transformación de la entidad que se desprendió de sus funciones, esto es, el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. En la ley habilitante únicamente se escindieron y reorganizaron los ministerios del Interior y de Justicia, de la Protección Social y de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y se crearon el Ministerio de Justicia y del Derecho, el Ministerio de Salud, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y la Agencia Nacional de Defensa Jurídica de la Nación. Tan solo el Decreto 4176 de 2011 se refirió al Ministerio de Industria y Comercio, pero solamente con el objeto de transferir algunas funciones puntuales a la DIAN y a la Superintendencia de Industria y Comercio, estas últimas, relacionadas con la protección de los usuarios de los servicios turísticos. De este modo, en estricto sentido, no se habría cumplido la condición impuesta por el Congreso para la determinación de la estructura orgánica de la DIAN, por lo que existiría una extralimitación en el ejercicio de las facultades que le fueron atribuidas al Ejecutivo en la Ley 1444 de 2011. 

Ahora bien, tomando nota de las observaciones de la DIAN, del Departamento Administrativo de la Función Pública, del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de la Presidencia de la República y de la Procuraduría General, la Corte realizó así mismo, una evaluación de las facultades extraordinarias a partir de un examen integral, sistemático y teleológico de la habilitación legislativa, con el fin de determinar si miradas en su conjunto las facultades asignadas al Presidente de la República, se podía deducir que eran viables las medidas adoptadas mediante el Decreto 4171 de 2011. En principio, podría considerarse que dado que la Ley 1444 de 2011 facultó al Presidente para reasignar funciones entre entidades y para modificar la estructura orgánica de los organismos receptores de funciones, era posible concluir que la medida se enmarcaba dentro de las facultades extraordinarias que le fueron conferidas al Presidente de la República. Sin embargo, la Corporación determinó que, incluso desde esta perspectiva, debía concluirse que el decreto acusado rebasó el marco de la ley de facultades, en la medida en que, aún dentro de este criterio amplio de interpretación, el ejercicio de las atribuciones legislativas extraordinarias exige una relación directa de conexidad entre las medidas adoptadas y el fundamento que para las mismas se desprende de la ley habilitante. En el caso concreto, la creación de un órgano rector del sistema, el Consejo Directivo de la DIAN, encargado de definir las políticas de la entidad y de cumplir una serie de funciones esenciales en el curso del organismo, confiere una nueva fisonomía a la entidad, al entregar la rectoría del sistema a este órgano colegiado, dentro de los que el propio decreto denominó el modelo de “gobierno corporativo”. Para la Corte, es evidente que la modificación orgánica no solo fue amplia y profunda, sino que además no tiene ningún tipo de correspondencia con el traslado funcional que le sirve de fundamento. 

Adicionalmente, la Corte consideró que no era de recibo la interpretación expuesta en sus intervenciones, por el Departamento Administrativo de la Función Pública y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, según la cual, pese a la motivación del Decreto 4171 de 2011, las medidas legislativas adoptadas en él se sustentan no en la ley de facultades, sino en las competencias constitucionales ordinarias del Ejecutivo establecidas en el artículo 189.16 de la Carta Política, desarrolladas en el artículo 54 de la Ley 489 de 1998. Para los intervinientes, aunque la creación del Consejo Directivo de la DIAN, no se enmarque dentro de la habilitación legislativa prevista en el artículo 18 de la Ley 1444 de 2011, en todo caso su constitucionalidad quedaría a salvo, en virtud de la preceptiva constitucional y legal mencionada. Al respecto, advirtió que en la sentencia C-702/99 se declaró la inexequibilidad de los literales b), c), d), g), h) e i) del artículo 54 de la Ley 489 de 1998 invocado por los intervinientes como fundamento del decreto acusado. En esta sentencia, teniendo en consideración que según el artículo 150.7 de la Carta Política corresponde al Congreso “determinar la estructura de la administración nacional y crear, suprimir o fusionar ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y otras entidades del orden nacional, señalando sus objetivos y estructura orgánica […]”, esta Corporación consideró que las modificaciones orgánicas no pueden ser ordenadas directamente por el Ejecutivo sin una intermediación previa de la ley y que las amplias habilitaciones normativas contenidas en el artículo 54 de la Ley 489 de 1998 en materia de reestructuración de las entidades nacionales de la administración pública por parte del Ejecutivo, eran inconstitucionales. 

A juicio de la Corte, tales disposiciones delegaban en el Ejecutivo competencias regulativas relativas a la estructura de la administración pública que eran privativas del Legislador. Además, dado que, según el artículo 50.5 de la Ley 489 de 1998, la estructura orgánica de los organismos o entidades administrativas comprende la determinación de los “órganos superiores de dirección y administración y la forma de integración y de designación de sus titulares”, y que en este caso, el Decreto 4171 de 2011 creó el órgano rector de la DIAN, para la Corte resultaba imperioso concluir, que esta competencia era del resorte del Congreso y no del Ejecutivo, por lo que requería de una habilitación legislativa expresa y precisa para que el Presidente de la República pudiese adoptar una medida semejante. Por estas razones, la Corporación estableció que las medidas legislativas contenidas en el Decreto 4171 de 2011, resultan contrarias al artículo 150.10 de la Carta Política y en consecuencia, procedió a declarar su inexequibilidad. 

4.
Salvamento y aclaración de voto

El magistrado Mauricio González Cuervo, se apartó de la anterior decisión, toda vez que en su concepto, se había producido, de conformidad con el artículo 242.3 de la Carta Política, el fenómeno de caducidad de la acción de inconstitucionalidad, en la medida en que el Decreto 4171 de 2011 fue publicado el 3 de noviembre de 2011 y la demanda se presentó el 20 de noviembre de 2012, es decir, cuando ya había vencido del plazo de un (1) año establecido en la Constitución para instaurar dicha acción. Por esta razón, la Corte ha debido inhibirse de emitir un fallo de fondo. En su concepto, contrario a lo que ha sostenido la jurisprudencia de esta Corporación, el cargo por extralimitación en el ejercicio de facultades legislativas extraordinarias constituye un vicio de competencia del ejecutivo como legislador extraordinario y, por ende, de carácter formal, cuyo control está sujeto al plazo de caducidad de la acción previsto por la norma superior. Observó que el vicio material se estructura a partir de la violación de un contenido material de la Constitución, mientras que la valoración de si hay o no exceso en el ejercicio de facultades extraordinarias no implica efectuar esa comparación, sino que examina la congruencia de la norma con fuerza de ley y la ley habilitante de las facultades extraordinarias, independientemente de su contenido material, porque de lo que se trata es de determinar si el Ejecutivo tenía competencia para expedir el decreto extraordinario. Además, advirtió que la Corte ha dicho de manera reiterada que los vicios competenciales son de carácter formal (v.gr. con ocasión de las demandas de inconstitucionalidad contra actos reformatorios de la Constitución) y, por ende, su control se somete a un plazo de caducidad. 
El magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo aclaró el voto, por cuanto si bien comparte la decisión de inexequibilidad del Decreto 4171 de 2011, respetuosamente estima que, de forma clara, el Ejecutivo fundó el ejercicio de sus funciones legislativas delegadas, específicamente en el literal f) del artículo 18 de la Ley 1444 de 2011 y en modo alguno invocó el artículo 189, numeral 16 constitucional, ni la Ley 489 de 1998 que lo desarrolla. Siendo así, el demandado, el Ministerio Público y demás intervinientes no tuvieron oportunidad de pronunciarse sobre el punto, el cual por lo mismo estaba excluido del debate. De ahí que consideró que este último aspecto no ha debido abordarse a objeto de convertirlo en un fundamento adicional de la decisión adoptada, ya que para la debida fundamentación de esta última bastaba el análisis de los cargos de la demanda en los términos consignados en las motivaciones. 

JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

Presidente 
